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LECCIONES DEL ACTO JURÍDICO
1
LA CAUSA 

Capítulo V
La Causa 
1.
Generalidades

Los elementos sobre los que se estructura el negocio jurídico son la voluntad, el objeto y la causa, último elemento estructural y autónomo que queda por analizar y estudiar para concluir con la estructura del acto jurídico, y continuar con las teorías de las ineficacias. 

Son pocos los artículos que directamente se refieren a la causa, pero esencialmente son el  artículo 1445 del Código Civil que dispone “para que una persona se obligue a otra por un acto o declaración de voluntad es necesario: 1º que sea legalmente capaz; 2º que consienta en dicho acto o declaración y su consentimiento no adolezca de vicio; 3º que recaiga sobre un objeto lícito; 4º que tenga una causa lícita”, y, por otro lado, se encuentra el artículo 1467 que establece que “No puede haber obligación sin una causa real y lícita; pero no es necesario expresarla. La pura liberalidad o beneficencia es causa suficiente. Se entiende por causa el motivo que induce al acto o contrato y por causa ilícita la prohibida por ley, o contraria a las buenas costumbres o al orden público. Así, la promesa de dar algo en pago de una deuda que no existe, carece de causa; y la promesa de dar algo en recompensa de un crimen o de un hecho criminal, tiene una causa inmoral”.

A título de primera hipótesis, nuestro legislador civil exige que todo negocio o acto jurídico debe poseer una causa, y que ésta, además de existir, debe ser lícita, es decir, no contrario a la ley, a las buenas costumbres o al orden público.
La causa, sin lugar a dudas, es una de las problemáticas más complejas de resolver en el derecho actual, al igual que el error, dado que no existe uniformidad de criterios al momento de determinar la causa de qué es lo que se requiere (causa del negocio o causa de la obligación); resolver asimismo qué se entiende por causa (causa eficiente, causa final o causa motivo), y, para seguir abrumando a los estudiosos, toda la discusión en torno a su necesidad, afectado por las discusiones doctrinales de las distintas corrientes, ya sea  anticausalistas, causalistas, neocausalistas, etc.

El plan de trabajo que se ha dispuesto en este capítulo para comprender la importancia de la cuestión a estudiar será, qué rol o utilidad tiene discutir acerca de la causa: para luego determinar el significado de la voz causa; analizar qué se entiende por causa real; exponer las teorías respecto de la causa, con las diversas críticas que al respecto se han realizado; analizar la licitud de la causa; para concluir dando nuestra opinión al respecto. 
2. 
Rol o utilidades de la causa en el sistema jurídico

Esta cuestión, para partir, es bastante debatida, en tanto algunas escuelas bogan por la eliminación de la causa como elemento estructural del acto jurídico (anticausalistas) mientras otros, propugnan por su mantención en tanto elemento imprescindible de la estructura del mismo y necesario para los fines que veremos más adelante.

Se ha sostenido, que la causa es inútil y falsa (Planiol), por lo que su utilidad es bastante menor y en algunos casos innecesaria por existir otros elementos a través de los cuales se puede cautelar o resolver los problemas de la causa (pensemos por ejemplo, en el consentimiento en el caso de los contratos gratuitos o bien al objeto en tanto contraprestación en los contratos onerosos).  

Sin embargo, la causa, como institución jurídica que nuestro Código contempla como un elemento estructura del negocio jurídico, tiene a lo menos 2 funciones o roles bien preciso y complejo, a saber:  
a) Protege la voluntad negocial
En términos de que no pueden existir negocios jurídicos sin causa
, ya que se corrige el voluntarismo radical, es necesario que el negocio se dirija a realizar una finalidad digna de tutela por el ordenamiento jurídico
. Se sostiene así que “la causa es un elemento destinado a proteger la voluntad negocial, tanto en su perspectiva individual como regulación de intereses privados dignos de tutela, llevando en así, en los actos onerosos una relativa equivalencia en las prestaciones, como en los actos unilaterales un respecto a la voluntad de su autor; como en su perspectiva social, mediante el control de la licitud de la finalidad del acto jurídico, de forma que éste se encuadre dentro de lo que enmarca la ley, el orden público y las buenas costumbres, limitando así la autonomía de la voluntad”
.
b) Controla la licitud del negocio jurídico
Tal como se analizó en el capítulo primero de este texto, los límites que se imponen a la autonomía privada, son precisamente la ley, el orden público y las buenas costumbres o moral. Tanto el objeto como la causa son los elementos estructurales del negocio a través de los cuales el ordenamiento jurídico protege que sólo los negocios que no afectan a dichos bienes jurídicos tengan eficacia absoluta, reconocimiento y tutela por el sistema jurídico.

Un negocio que afecta cualquiera de dichos bienes o conceptos válvulas, tendrá una eficacia claudicante, de modo que se le sancionará con la ineficacia más absoluta que contempla el ordenamiento jurídico, esto es, la nulidad absoluta, y, en el caso de los contratantes que celebraron dicho negocio, no tendrán la tutela que usualmente el ordenamiento jurídico les dispensa a los demás sujetos en caso de celebrar un negocio lícito. En otros términos, se aplicarán una serie de consecuencias no queridas por partes del negocio ilícito, así, por ejemplo, se les negará la legitimación para alegar la nulidad del acto o contrato (1683), tampoco podrán repetir lo dado o pagado en razón de un contrato celebrado con objeto o causa ilícita a sabiendas (1468)
se constituye como límite a la autonomía de la voluntad, imponiendo la ineficacia de un negocio jurídico cuya causa vulnere el orden público, la ley y las buenas costumbres.

Así entonces, cabe señalar que la causa, como institución, se justifica en la medida que nuestro Código la exige para la existencia y validez de todo negocio jurídico, y su, utilidad jurídica, está determinada por el control de legalidad (moralidad y orden público) que se impone a la autonomía privada
.

3.
Acepciones de la voz causa
 La primera problemática que presenta el estudio de la causa lo constituye su definición o conceptualización, ya que no existe claridad al momento de determinar qué debemos entender por causa.  

Se tratará a continuación, en primer lugar, a examinar los diversos conceptos que de causa se han dado; para luego, exponer brevemente las teorías que existen al respecto, para finalmente, concluir acerca de la aplicación que nuestro Código otorga a la causa.

Existe consenso en la doctrina que a lo menos es posible concebir 3 conceptos diversos de causa, los que traerán diversos efectos jurídicos desde el punto de vista del acto jurídico. 

El profesor Peña
, magistralmente, explica en estas breves líneas los diversos conceptos que se utilizan al respecto: “En el lenguaje del derecho civil, la palabra causa suele utilizarse en, al menos, tres sentidos distintos (Claro Solar, XI, 908; Terré, 316; Guzmán Brito, VI, agrega varios otros provenientes de la tradición romana, como, por ejemplo, fundamento de la entrega de una cosa, causa como modo de adquirir el dominio, etc..). En consonancia con el uso lingüístico habitual usamos la palabra causa para aludir a un evento que se encuentra -a la luz del conocimiento disponible- ligado coexistencialmente con otro: "x" es causa de "y" si es el caso que verificado "x" sucede "y". Podemos llamar a este uso de la palabra causa, "causa eficiente". Pero junto con ese uso lingüístico habitual, utilizamos también la palabra "causa" para aludir al telos o fin de algún evento o acción. Si, como sugiere Aristóteles en la Etica Nicomaquea, todo acontece por mor de algo, entonces puede afirmarse que es también causa de la acción el propósito que tuvo en vista el agente al tiempo de ejecutarla: así la causa final de la estrategia, dice el mismo Aristóteles, sería la victoria. Hablaremos en este caso de "causa final".  En fin, todavía la palabra causa es utilizada para aludir al motivo o impulso de la voluntad. Dos estrategas quieren la victoria -tal es la causa final de sus respectivas acciones- pero uno de ellos la quiere para mayor gloria de su patria y el otro por mera vanidad. Ambos apetecen lo mismo; pero lo apetecen por motivos distintos. En este caso suele hablarse de causa ocasional o impulsiva. Así "x" -donde "x" es una obligación- puede tener tres causas distintas: la causa eficiente (las denominadas fuentes de las obligaciones); la causa final (el telos de "x"); o la causa ocasional (el motivo que impulsa al agente para ejecutar “x”)”
.
Llevando dichos conceptos al Derecho Civil, es posible concebir 3 diversas causas: 
a) causa eficiente, que son las fuentes de las obligaciones, es decir, la causa de la obligación habrá que encontrarla en la fuentes de las obligaciones
; 
b) la causa final, la que es abstracta y propia de todo tipo contractual y se encuentra en la propia estructura del negocio jurídico que se celebra por las partes, por ello, todo contrato de compraventa tendrá una misma causa final, y todo contrato de arrendamiento tendrá idéntica causa, la que va implícita en la estructura del negocio; y 
c) la causa motivo, que es personal, subjetiva e infinita en términos que cada sujeto, al momento de celebrar un negocio, tendrá una causa motivo e impulso que le será propia y diversa a cualquier otra.

4.- 
Teorías para explicar la causa 
Es posible encontrar diversas teorías para comprender la causa de los negocios jurídicos, algunas abogan por la necesidad de la causa en los negocios jurídicos (causalistas)  y, otras, derechamente, rechazan que la causa sea un elemento de existencia y validez del negocio jurídico, de hecho, consideran que la causa es inútil e incluso falsa (anticausalistas).

Las teorías que al respecto es posible rescatar son las siguientes, a saber:
4.1.
Teoría Tradicional (DOMAT): 

Domat sostiene que la causa es un elemento que se encuentra en la estructura de los negocios jurídicos, y no depende de la subjetividad de las partes sino que del negocio que éstas han celebrado o celebrarán
. Así, Domat distingue 3 tipos de negocios, según la causa que éstos presentan. 
En primer lugar, identifica los negocios onerosos
-
, es decir, aquellos que  tienen por objeto la utilidad de ambas partes o contratantes, gravándose cada uno en beneficio de otro (artículo 1440 del Código Civil). En estos contratos onerosos, se sostiene que la causa final del contrato de uno de los contratares en la obligación correlativa del otro contratante. Así, la causa de la obligación de uno de los contratantes es la obligación recíproca de la otra parte
.
En segundo lugar, precisa que en los negocios gratuitos
, la causa de la obligación de donar se encuentra en la mera liberalidad, es decir, la intención de hacer una liberalidad (POTHIER). 

En tercer lugar, identifica que en los negocios de estructura unilateral
, tal como los contratos reales (mutuo, comodato, etc), la obligación emana de la entrega de la cosa. El profesor Peña enseña que “entonces la causa final de esa única obligación ha de estimarse que fue la prestación ya ejecutada del acreedor. Así, el comodato, o préstamo de uso, es un negocio unilateral, puesto que una vez celebrado sólo el comodatario que recibió la cosa, está obligado (a devolverla). Así si usted celebró un comodato (prestó su casa de veraneo para que fuera usada gratuítamente), el único obligado a resultas de ese contrato es quien se vió favorecido con su generosidad (el comodatario). Sólo el comodatario quedó obligado: a devolver la cosa. Una cuestión similar ocurrirá en el mutuo: si usted dio cosas fungibles o consumibles –haciendo nacer el contrato- el mutuario queda obligado a devolver otras tantas del mismo género y calidad. Hay, entonces, un único obligado: el mutuario. Cabe entonces preguntarse ¿cuál es la causa final de esa única obligación?. La respuesta de la doctrina de la causa final es que la causa de esa única obligación es la entrega que de la cosa hizo el comodante. Como se observa, al igual que la doctrina de la consideration, la doctrina de la causa final tutela el aspecto de intercambio recíproco que poseen los negocios. Si hubo entrega, entonces, usted debe devolver: su obligación tiene una causa suficiente.  Desde el punto de vista técnico, sin embargo, la solución alcanzada en este tipo de contratos es obviamente defectuosa. Ocurre que si el negocio es unilateral, entonces hay nada más una obligación (en nuestro ejemplo, la obligación del comodatario de devolver). El acto de entrega permite que el contrato se perfeccione, puesto que el comodato, como sabemos, es real. Al ubicar la causa de la obligación de devolver en la entrega, Domat (que a él se debe esta afirmación) abandona la causa final y vuelve sobre la causa eficiente (Guzmán Brito, XXX).
4.2.
La teoría Moderna Italiana
Para la moderna teoría italiana de la causa del contrato, se entiende que la causa del contrato es la función económica-social que caracteriza el tipo de negocio como acto de la autonomía privada
.
4.3.
La teoría o doctrina del móvil

Para la doctrina de la causa como móvil o impulso, se comprende que la causa del contrato es el motivo que indujo al contratante a celebrar dicho negocio.

Para esta tesis, la causa del contrato será sumamente variable, dependiente de cada contratante, y eminentemente subjetiva, ya que los móviles dependerán de los sujetos que celebren los contratos
.
4.4.
La teoría Anticausalista  
Es Planiol el autor a quien se sindica erróneamente como el autor de la teoría anticausalista. En términos sintéticos sostiene que la teoría clásica de la causa es falsa e inútil. Es falsa, puesto que en los contratos onerosos hay confusión temporal, al mismo tiempo surge el contrato y la causa, lo que es un problema de lógico, primero viene la causa y luego el efecto (contrato); en los contratos unilaterales, el hecho de la entrega más que constituirse en la causa del contrato es un requisito del mismo; y, por último, en contratos gratuitos, se confunde causa con intención liberal, lo que es imposible.

Agrega, además, que es inútil, ya que en los contratos onerosos, hay confusión con el objeto del contrato, ya que la causa de uno de los contratantes no es sino el objeto de la obligación de la otra. De modo que los problemas de causa pueden ser solucionados a través del objeto; en los contratos unilaterales, no tiene sentido la falta de causa, ya que en este caso no habrá contrato, de modo que no sirve la institución en comento, y, por último, en los contratos gratuitos, se confunde la causa con el consentimiento, luego, no sirve la institución.

5.
La Causa y el Código Civil
Clarificado los diversos conceptos de causa corresponde abocarse a determinar cuál de ellos es el que exige nuestro Código en los artículos 1445 y 1467, sea cual sea la tesis que al respecto se tenga, objetivamente la legislación civil patrimonial exige la existencia de una causa real y lícita, de modo que necesariamente es un elemento estructural del negocio en conjunto con la voluntad (forma) y el objeto.
Este segundo problema es determinar si nuestro legislador exige que el acto jurídico tenga una causa final, una causa eficiente o una causa impulsiva (motivo)?.

Para arribar a una respuesta, descartemos de a una las diversas concepciones de causa. Por de pronto, y tal como lo enseña Claro Solar, es lógico que el Código no puede exigir como causa del contrato el contrato mismo. Es decir, el concepto de causa eficiente no nos sirve para identificar la causa del contrato. Así, no puede exigir el Código que la causa del contrato sea la causa eficiente del mismo.  Como explica Peña “Si la causa eficiente alude -como hemos visto- a las fuentes de las obligaciones, y si dentro de estas se encuentra el contrato, parece evidente que no resultaría lógico exigir del contrato la previa existencia del.....contrato. En el derecho romano -expresa Terré (Terré, 316)- era posible, en cambio, hablar de causa eficiente del contrato. El formalismo de los juristas romanos -que subsiste, como veremos, en cierta forma en el derecho inglés- los llevó a sostener que la causa del contrato era la formalidad (verba). Si la formalidad no se configuraba, entonces el contrato carecía de causa (en el sentido eficiente). No era, en algún sentido, la voluntad sino el rito ejecutado por el agente aquello que configuraba la obligación. En el derecho contemporáneo, en cambio, donde el negocio es, de manera predominante, consensual, este uso del concepto de causa (como un elemento externo y adicional a la voluntad) pierde fuerza
”.
Por otro lado, tampoco sirve la idea de causa ocasional o motivo, ya que todo contratante debe tener un motivo propio y personal para contratar, de modo que es imposible pensar un negocio jurídico sin motivo, salvo, por cierto, el caso de los negocios celebrados por sujetos sin voluntad real (casos de los sujetos bajo la influencia del alcohol, barbitúricos o bajo la hipnosis). 

Por último, entonces, parece ser que nuestro Código en su artículo 1467 utiliza la idea de causa final, en términos tales que todo negocio requiere de una causa estructural, la que es propia del tipo contractual y abstracto. Esta es la posición de Claro Solar
, y la explicita con el caso ejemplar que el Código utiliza en el artículo 1467: “…Así, la promesa de dar algo en pago de una deuda que no existe, carece de causa…”. 
a)
Problemas de la tesis de Claro Solar

Pero, como señalan varios autores, si todo negocio tiene una causa que es abstracta y estructura al tipo en cuestión (oneroso, gratuito, unilateral), ¿cuándo dicha causa es lícita o ilícita, si será la misma en todos los negocios de idéntica estructura?
En otros términos, si todos los negocios tienen una causa que es inherente al tipo de negocio que se celebra, significa que todos los negocios tienen una causa lícita, por lo tanto: ¿qué sentido o utilidad tiene entonces que el artículo 1445 del Código Civil exija que los negocios deben tener una causa lícita?
.
b) 
Tesis de León Hurtado:
Doble funcionalidad de la causa 

Sobre el particular, cabe adelantar que no existe unanimidad en la doctrina nacional para precisar cuál es la causa de que trata nuestro Código Civil. En todo caso la posición dominante
, y que ha sido ratificada por la jurisprudencia, indica que el análisis de la causa debe estar dividido en 2 etapas diversas
. 
La primera etapa es precisar si la causa existe o no en el negocio jurídico, es decir, es una cuestión de existencia de la causa – que la causa sea real en los términos del artículo 1467 inciso 1º-, para lo cual, se aplica el concepto de la causa final.  
Definido lo anterior, se procede a la segunda etapa de examen del negocio, esto es, la cuestión de la licitud de la causa del negocio bajo sospecha. Para este proceso, se recurre al concepto de causa móvil o motivo ocasional ante expuesta.  Por lo tanto, el análisis de licitud, se realiza por el Juez a la causa del contrato, entendida como causa motivo o móvil.
6.
Requisitos de la causa de los negocios jurídicos

Para la validez de los actos jurídicos, se exige que la causa sea real, es decir, que exista, y, además que sea lícita, es decir, que no sea contraria a la ley, al orden público y a las buenas costumbres. Se analizará a continuación, ambos requisitos.
6.1.
Causa debe ser real
6.1.1) 
Generalidades

Aparece exigida en el artículo 1467 del Código Civil: “no puede haber obligación sin causa real y lícita; pero no es necesario expresarla”.

Que la causa sea real significa que debe existir al momento en que se celebra o ejecuta el contrato o acto jurídico. No existiendo dicha causa, falla un elemento del negocio jurídico que afecta a la validez del mismo. Se enseña así, que la “causa no es real cuando no existe o cuando no hay un interés que sirva de fundamento al acto o declaración de voluntad, en cuyo caso, éste puede ser anulado absolutamente”
.
La sanción, por lo tanto, a la falta de causa del negocio jurídico será la nulidad absoluta en nuestro sistema civil patrimonial, y, el objeto de esta exigencia, será proteger la voluntad negocial (primer rol o función de la causa institucionalmente), ya que una voluntad sin causa no tiene validez ni existencia ante el Derecho, más propiamente nulidad absoluta.
6.1.2.)
Falta de causa y falsa causa

Una cuestión cercana pero no idéntica a la inexistencia de causa es la falsa causa. Desde antiguo se han entendido que ambas instituciones deben ser tratadas con los mismos efectos, es decir, falsa causa equivale a inexistencia de causa, en ambas hipótesis, ya sea porque efectivamente no existe la causa o cuando una de las partes cree celebrarla bajo un cierta circunstancia que no existe, se entiende faltar la causa que justifica o induce a la celebración del negocio en cuestión. 
Casos típicos de falsa causa, son aquellos en que los sujetos o el sujeto de derecho cree fundamente celebrar un negocio sin que exista la contraprestación pretendida, la liberalidad asumida, etc. “Así, la compra de cosa propia no vale (artículo 1816), porque falta la causa. Tampoco importa que las partes o el autor del acto o declaración de voluntad crean que la causa exista, por ello, el artículo 1814 deja sin efecto la venta de una cosa que se supone existente, pero no existe”
.
6.1.3.) 
Presunción de existencia de la causa
La existencia de la causa es presumida en nuestro Derecho, por ello, se habla de que “no es necesario expresarla”, y ello, por cuanto al momento de exigir el cumplimiento del contrato no es menester que el acreedor acredite la existencia de la causa, y por lo tanto, del negocio en cuestión. Por lo tanto, la prueba de la falta de causa corresponde al que la alega.
6.1.4)
Casos de inexistencia de causa
Hay varios casos en que no existe una causa real.  La sanción, como hemos dicho, será siempre la nulidad absoluta del acto o contrato, al igual que cuando falta alguno de los otros elementos estructurales del negocio jurídico, tales como la voluntad, la forma vía solemnidad o el objeto. Los casos en que falta una causa real son los siguientes:
6.1.4.1)
Negocios simulados

En la simulación absoluta, es decir, cuando las partes aparentan la celebración de un negocio que en realidad no esconde nada bajo su forma o exteriorización, no hay causa real. 

El acto totalmente simulado no tiene causa real, en términos de causa final, no hay contraprestación, ni liberalidad ni entrega de cosa alguna, sólo una apariencia externa (una máscara sin contenido), no hay motivo para la celebración del acto, salvo, el mero interés de engañar o perjudicar a los terceros. 
En el caso de la simulación relativa, la causa es distinta de que las partes aparecen celebrando frente a los terceros a quienes se opone el negocio aparente. 
La simulación absoluta supondrá siempre la nulidad absoluta del negocio celebrado y aparente (detrás del envoltorio no existe ningún negocio, sólo el aparente para engañar), en cambio, en los negocio simulados relativamente, como veremos, la sanción dependerá caso a caso, pero el principio será que siempre el negocio simulado y que se aparente al mundo será nulo absolutamente a lo menos por falta de causa (la causa que aparece en el contrato aparente), y, respecto del negocio oculto o realmente querido por las partes, la sanción, repetimos, dependerá caso a caso, cuestión que se analizarán en un siguiente capítulo.
6.1.4.2) Ausencia de causa en otros actos  
En este caso, se supone que se ha celebrado un negocio con una cierta causa, cuando en realidad no existía dicha causa, así como la promesa de pagar una deuda que en realidad no existe (1467), siendo éste el ejemplo con que nuestro Código ilustra la falta de una causa real, aquí, una de las partes realizó un acto jurídico bilateral (pago de una deuda supuestamente existente) pero que realmente no existía. En verdad, el caso implica una errónea interpretación de la realidad por parte de quien ejecutó el pago, quien lo realizó en vista de la extinción de una deuda inexistente. Dicho pago, no tiene causa, aún cuando quien lo realizó erró. Como vemos, usualmente, los casos de inexistencia de causa implican conjugar 2 instituciones que ya se han analizado, el error y la causa.
Los casos típicos que trata nuestro legislador, además del caso ejemplificado arriba, implican que una de las partes o ambas creía fundadamente en la existencia de un motivo jurídico que la indujo a celebrar el negocio pero que en realidad no era tal. Los casos se tratan en el negocio jurídico más regulado del Código como lo es la compraventa. Así, puede pensarse por las partes la existencia de una cosa respecto de la cual se celebra un negocio de compraventa pero la verdad de las cosas es que dicha cosa u objeto no existía o no llegó a existir (artículo 1813). 
Otro tanto ocurre respecto de la compra de cosa propia (artículo 1816), donde aparece que evidentemente existe objeto (real, comerciable y lícito). La posibilidad de anular dicho contrato es precisamente a través de la institución de la causa, ya que dicho contrato de venta carece de causa en términos que no se entiende porqué un comprador compraría una cosa que le es propia. En este caso, el contrato es imposible por faltar (falsa) la causa entendida como causa final, es decir, como contraprestación.
En los casos analizados (negocios simulados y falta y falsedad de causa en determinados actos), hemos indicado que se conjugan 2 instituciones ya vistas, causa y error, y por lo tanto, la nulidad absoluta será solicitada por el vicio de falta (falsa) de causa, pero, al momento de analizar la procedencia o no de dicha acción de nulidad absoluta, será imprescindible que quien la ejerce, tenga la legitimidad necesaria para accionar. Recordemos, por tanto, la regla que nos entrega el artículo 1683 en términos que quien “sabía o debía saber el vicio” que afectaba al acto o contrato, no podrá demandar la nulidad, ya que nadie puede beneficiarse de su torpeza, ni podrá alegarla en sede jurisdiccional.

6.1.5.)
Negocios abstractos y causa
En los negocios a los que se les ha denominado por la doctrina como abstractos, por razones de política legislativa, inducida por las necesidades del tráfico, de garantías y seguridades en el tráfico comercial y del dinero, se prescinde de la idea de causa en los términos en que estamos estudiándola.
En estos negocio, como única excepción existente al respecto, se separa la voluntad de la causa que le dio origen, y ello, para que cuestiones que se susciten entre los intervinientes no puedan afectar la valides del negocio en sí mismo. 

Los casos típicos de negocio incausados o abstractos son los títulos de crédito de dinero, pagarés, letras de cambio, en donde, quienes intervienen en el mismo, están privados de determinadas excepciones (perentorias) vinculadas a los nexos causales que les dieron origen a dichos títulos de créditos
, y ello, para no afectar la libre circulación de dicho título en los demás negocios. Así, por ejemplo, para efectos de pagar el precio de una compraventa, bien pueden las partes dar por pagado el precio, emitiendo acto seguido letras de cambio que deberán satisfacerse en el plazo fijado en cada una de dichos títulos. Si, por cualquier razón, posteriormente el contrato madre (compraventa) es afectado por algún vicio (nulidad absoluta o rescisión), por algún incumplimiento (vicio redhibitorio o evicción judicial de la cosa vendida), dichas circunstancias no afectarán a los títulos de créditos emitidos al efecto. De esta forma, el negocio madre puede ser ineficaz, pero dicha ineficacia no afecta a los títulos incausados o abstractos emitidos a causa del mismo. Se protege, por tanto, la circulación de dichos títulos en el comercio humano.
Evidentemente, no es de la naturaleza de dicho títulos ser incausados, sino que más bien es una ficción legal en virtud de la cual se prescinde de la causa que le dio origen a dicho títulos, pero la ficción es una decisión política en pro de su uso, seguridad y circulación.

6.2.)
Causa debe ser lícita
Este requisito tiene por objeto controlar la autonomía de la voluntad, en términos que no se reconocerá al negocio que sea ilícito en su causa, cumpliéndose, por tanto, el segundo rol o función de la causa indicada en el comienzo de este capítulo.
Sólo se dará reconocimiento, protección y tutela al negocio jurídico que responde a un fin social que es protegido y recogido por el ordenamiento jurídico, si dicha finalidad no es acorde al ordenamiento, se sostendrá que su causa o la motivación al mismo es ilícita, de modo que el sistema jurídico reaccionará contra el acto mismo, y, en algunos casos, contra los sujetos que celebraron dicho acto.
La evaluación que aquí debe realizarse, se hace a través de los conceptos válvulas propios limitantes de la autonomía privada, (orden público y buenas costumbres). Se comprenderá, que únicamente será ilícita la causa de un negocio cuando nos referimos a la causa motivo o impulsiva, (causa mediata del negocio jurídico), ya que de contrario, es decir, de aceptarse la causa final (en tanto estructura o tipo para cada clase de contrato o acto) será siempre lícita. Se ha sostenido así que “para que haya causa ilícita no basta con que exista un motivo ilícito, sino que se requiere además que tal fin haya sido incorporado al negocio como presupuesto básico, determinante, es decir, que sin ese motivo el acto no se habría celebrado”
.
En Chile, el control ha sido modesto, pocos casos se conocen sobre el particular. Cabe, eso sí, indicar, los siguientes citado por Carlos Peña en el artículo tantas veces citado: “Así, ha declarado que las erogaciones para sostener una causa revolucionaria adolecen de causa ilícita por atentar contra el orden público (G. 1866, N·114, p. 56, Corte de Santiago); también poseen causa ilícita los negocios que se simulan con el fin de burlar a terceros (R.t.55, sec 1, p. 188) o un contrato de arrendamiento sobre una casa para que en ella se ejerza la prostitución (Corte de Iquique, 1918). En todos estos casos, para juzgar que ha habido causa ilícita se ha tomado en consideración la causa ocasional o impulsiva”.
La sanción, es la nulidad absoluta, siempre que la causa haya sido conocida por ambas partes.

� La única excepción al respecto es posible encontrarla en los negocios abstractos, es decir, aquellos en que se separa la voluntad de la causa que le dio origen, utilizándose en materia comerciales, tales como los pagarés, letras de cambio.


� Saavedra Galleguillos, El Objeto…., Nº45, p. 145.


� Saavedra Galleguillos, op. cit., Nº57, p. 196.


� Véase al respecto, apunte de la cátedra acerca de los límites al ejercicio de la autonomía privada: orden público, ley, orden público y buenas costumbres, ideas válvulas que se analizarán al momento de controlar la licitud de la causa.


� Véase Peña González, Carlos: La Causa, apunte de cátedra.


� Luego, explica Peña: Suponga usted que Pedro está obligado a pagar una cierta suma de dinero. ¿Cuál es la causa de esa obligación?. Al responder esa pregunta usted puede identificar la causa eficiente (Pedro celebró un contrato de compraventa y esa es la causa eficiente de su obligación); usted puede, todavía, identificar el telos de la obligación contraída por Pedro (el comprador se obliga a pagar el precio para obtener que el vendedor se obligue a entregar la cosa); en fin, usted puede identificar la causa ocasional (Pedro desea la cosa para lucrar con ella vendiéndola, luego, a un tercero).


� Las fuentes de las obligaciones aparecen indicadas en el artículo 1437 del Código Civil: la ley, el contrato, el cuasicontrato, el delito y el cuasidelito.


� Aplica, entonces, un concepto de causa final, puesto que será intrínseco al negocio celebrado, de modo que es necesario identificar la estructura del negocio, y luego, en base a dicha estructura única y particular, identificar la causa que éste posee.


� Los contratos onerosos bien pueden ser bilaterales (que será la regla general) o unilaterales. Al respecto, ver Los Contratos, Parte General, López Santa María, Jorge. Tomo I, Nº21, p. 105 y nota de página 119.


� Véase el artículo 1793 del Código Civil.


�  Peña González expresa que en este punto la causa es similar a la consideration del Derecho Inglés: “La doctrina de la consideration cuida el aspecto negocial de los contratos y no la equidad. La Consideration representa el elemento de negociación, según el cual cada parte entrega algo a cambio de otra cosa que recibe o espera recibir y posee también una dimensión de bienestar: la parte se obliga porque espera estar mejor después que antes del negocio (Atiyah, 6)”.


� Véase el artículo 1386 del Código Civil.


� Véase el artículo 2174 del Código Civil.


� Son partícipes de esta postura los profesores Emilio Betti, Nicolás Coviello y Cariota Ferrara.


� El Control de la licitud de la causa, vendrá entonces, por la licitud o ilicitud de este motivo o móvil subjetivo de cada contratante.


� Véase La Causa, p. 2


� Explicaciones de Derecho Civil Chileno y Comparado, Tomo IX, Santiago, 1937


� Explica Peña: “Si la causa es un elemento estructural, entonces es siempre la misma (ya hemos dicho que así entendida pertenece a la estructura típica del negocio y no a la subjetividad de quien lo celebra); pero, en tal caso, ¿como cumplir con el mandato legal de juzgar su licitud o ilicitud en cada caso?”.


�  Esta es la tesis de los profesores León Hurtado y Pescio.


� Esta tesis también se aplica en Francia, donde igualmente se distingue: a) Causa del contrato, que es el móvil ocasional que tienen las partes al momento de contratar; b) Causa de la obligación, manteniéndose los postulados clásicos al respecto. 


� Saavedra Galleguillos, op. cit. Nº58, p. 196.


� Saavedra Galleguillos, Nº58.1., p. 197.


� Véase artículo 28 de la Ley Nº18.092, donde se especifican las excepciones que puede oponer el demandado, que generalmente se refieren a la materialidad del título.


� Saavedra Galleguillos, Nº58.2, p. 199.






